
Radicado: 20261090005573691 Fecha: 2026-08-06T22:16:16

Salida PROCURADURIA GENERAL DE Trámite: Destino:

Folios:Origen: VICEPRESIDENCIA FONDO 1/29

Señor(a):

PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN
Mauricio Melgosa Torrado

funcionpublica@procuraduria.gov.co

Asunto:

Respuesta al oficio PDFP1 No. 0254 del 29 de julio de 2026 - Consideraciones en el marco de la vigilancia 
preventiva a la Invitación a Cotizar Servicios Administrativos No. 01 de 2026

Cordial saludo.

Respetado Procurador Melgosa Torrado,

En atención al oficio de la referencia, mediante el cual se formulan consideraciones y requerimientos en el 
marco de la vigilancia preventiva adelantada a la Invitación a Cotizar Servicios Administrativos No. 01 de 2026 
adelantado por la Fiduprevisora, en calidad de vocera y administradora de los recursos del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio FOMAG, nos permitimos presentar las siguientes precisiones frente al 
referido oficio.

Es importante reiterar que, la Fiduprevisora SA debe atender, entre otras cosas, las actuaciones administrativas 
adelantadas por la Superintendencia Nacional de Salud mediante Resolución No. 2026400000006394 de 2026, en 
la cual se impartieron órdenes orientadas a garantizar la continuidad de la prestación de los servicios de salud de la 
población afiliada al Magisterio, entre otras situaciones. Así mismo, es necesario tener en cuenta que la 
Fiduprevisora SA debe actuar con la mayor diligencia y cuidado, para evitar que se puedan llegar a producir 
posibles vulneraciones al derecho a la salud, el cual ha sido reconocido por la jurisprudencia como un derecho 
conexo a los derechos fundamentales a la vida y la dignidad humana.

La jurisprudencia constitucional colombiana reconoció, desde una etapa temprana, que el derecho a la salud es un 
derecho fundamental por conexidad con los derechos a la vida y a la vida digna, en la medida en que su 
desconocimiento compromete la posibilidad misma de la existencia y de una vida en condiciones dignas. Esta línea 
jurisprudencial —contenida, entre otras, en las sentencias T-499 de 1992, T-571 de 1992, SU-819 de 1999 y T-016 
de 2007 (esta última que declaró el derecho a la salud como un derecho autónomo) sostuvo que, aunque el 
derecho a la salud no estuviera originalmente catalogado como fundamental autónomo en el Título II, Capítulo 1 
de la Constitución, su estrecha relación con la vida y la dignidad humana le confería ese carácter cuando su 
desatención ponía en riesgo dichos bienes jurídicos superiores.



Esta doctrina fue posteriormente unificada y ampliada por la sentencia T-760 de 2008, hito en el que la Corte 
Constitucional consolidó las reglas relativas a la continuidad, integralidad y accesibilidad del servicio de salud, y por 
la Ley Estatutaria 1751 de 2015 —declarada exequible mediante la sentencia C-313 de 2014—, que reconoció la 
salud como derecho fundamental autónomo, sin necesidad de acreditar su conexidad con otro derecho. No 
obstante, la doctrina de la conexidad conserva pleno valor argumentativo, pues refuerza que cualquier 
interrupción o deterioro en la prestación del servicio de salud del Magisterio no es una simple contingencia 
administrativa o presupuestal, sino una circunstancia con entidad suficiente para comprometer derechos 
fundamentales de la población afiliada.

En consecuencia, las decisiones de gestión contractual relacionadas con la infraestructura tecnológica que soporta 
la prestación de los servicios de salud del Magisterio —incluida la necesidad de contratar una nueva solución ante 
la imposibilidad de aprovechar plenamente la anteriormente adquirida— deben valorarse no solo bajo la óptica de 
cumplimiento a los de los principios de la función administrativa, sino bajo el estándar reforzado que la 
Constitución y la jurisprudencia constitucional exigen para la protección de un derecho fundamental. Bajo esta 
óptica, la actuación de la Fiduprevisora SA, como administradora y vocera de los recursos del FOMAG debe evitar 
cualquier riesgo de interrupción del servicio no solo es jurídicamente admisible, sino constitucionalmente exigible.

De igual manera es de resaltar que el contrato de Prestación de Servicios No. 12076-162-2024, fue suscrito el 3 de 
mayo de 2024 como resultado de la “INVITACIÓN A COTIZAR No. 04 DE 2024 PLATAFORMA TECNOLÓGICA SALUD”, 
por lo que las condiciones precontractuales y contractuales, fueron establecidas previo a que la Vicepresidencia 
Fondo de Prestaciones tuviera a su cargo la gestión contractual del FOMAG, por lo cual las respuestas que a 
continuación se darán, así como los documentos que se remitirán como anexos a esta comunicación, se realizan 
con base en la información disponible en los archivos de la entidad, y que se nos fe entregado en el informe de 
empalme de la vicepresidencia del Fondo de Prestaciones el 28 de noviembre de 2026, por lo que se reitera que 
las afirmaciones a realizar en este documento, se fundamenten exclusivamente en documentos existentes en el 
expediente contractual, así como en el conocimiento y entendimiento de los profesionales que actualmente 
trabajan en las áreas involucradas.

Realizadas las anteriores precisiones, damos respuesta a las consideraciones expuestas en el oficio objeto de esta 
respuesta, así:

Con respecto a:

I. DEL OBJETO A CONTRATAR

Respuesta:

En atención a la advertencia preventiva formulada por la Procuraduría Delegada, mediante la cual se cuestiona si el 
FOMAG acreditó de manera suficiente las razones técnicas, económicas y jurídicas que justifican acudir, solo dos 
años después de una inversión superior a los cuarenta mil millones de pesos, a un nuevo proceso cuyo objeto 
comprende nuevamente el suministro, implementación, parametrización, interoperabilidad, mantenimiento, 
soporte, actualización y puesta en operación de una solución tecnológica integral para la gestión de los servicios de 
salud del Magisterio, y atendiendo el requerimiento según el cual, a consideración de la Procuraduría, la Entidad 
debe demostrar objetiva y técnicamente cuáles fueron las circunstancias sobrevinientes, imprevisibles y ajenas a 



una adecuada planeación y ejecución contractual que condujeron a esa conclusión, así como acreditar por qué 
tales circunstancias no pudieron ser previstas durante la estructuración del contrato anterior, la Fiduprevisora SA 
procede a presentar las siguientes precisiones.

La decisión de estructurar el Proceso de Invitación a Cotizar Servicios Administrativos No. 01 de 2026 para la 
contratación de la nueva Solución de Software, se fundamenta en la necesidad de fortalecer la gobernanza de la 
información y la autonomía tecnológica del FOMAG, garantizando que la Entidad ejerza un control efectivo sobre 
los datos, los activos tecnológicos y la infraestructura que soporta la prestación de los servicios de salud del 
Magisterio. En este contexto, la gobernanza de la información comprende la capacidad institucional para 
administrar, controlar, auditar, proteger y disponer de la información generada en el desarrollo de sus funciones, 
así como para gestionar los componentes tecnológicos que la soportan, asegurando la continuidad del servicio, la 
protección de los datos personales, conforme a lo dispuesto en la Ley 1581 de 2012 y sus decretos reglamentarios 
y la adecuada administración de los recursos públicos.

Bajo ese entendido, la adquisición del licenciamiento a perpetuidad mediante el Contrato No. 12076-162-2024 
constituyó un mecanismo para implementar en el FOMAG una plataforma tecnológica destinada a soportar el 
nuevo modelo de salud a implementarse con el acuerdo 03 de 2024. No obstante, la adquisición de un 
licenciamiento, por sí misma, no comprende todos los elementos necesarios para que la Entidad ejerza de manera 
autónoma la administración integral de la solución tecnológica, particularmente en aspectos relacionados con la 
infraestructura, la gestión de los activos tecnológicos, la administración de configuraciones, la interoperabilidad 
con los sistemas del sector salud, incluyendo el cumplimiento de los estándares definidos en la Resolución 1888 de 
2025, que adoptó el estándar HL7 FHIR como lenguaje técnico obligatorio para el intercambio de datos clínicos, la 
seguridad de la información y la transferencia del conocimiento técnico.

En cumplimiento del principio de planeación adelantado para estructurar el Proceso de Invitación a Cotizar 001 de 
2026, la Entidad identificó la necesidad de fortalecer los componentes antes mencionados, con el propósito de 
reducir la dependencia operativa frente a un proveedor y consolidar un modelo tecnológico que permitiera al 
FOMAG ejercer una mayor autonomía en la administración de la plataforma y de la información institucional. 

Esta necesidad surgió como resultado de la experiencia operativa adquirida durante la implementación y operación 
del sistema en un entorno real con millones de transacciones, múltiples actores y procesos asistenciales, 
administrativos y financieros funcionando de manera simultánea, aspectos que fueron evaluados en la ejecución 
del contrato.

Uno de los aspectos críticos identificados corresponde a la dependencia existente para la administración, 
operación y evolución de la solución tecnológica. A ello se suma la falta de materialización de la entrega definitiva 
de la licencia de uso a perpetuidad y de la cesión de la infraestructura y los servicios asociados a Google Cloud 
Platform, activos vinculados al Contrato No. 12076-162-2024. Esta situación se encuentra documentada en la 
comunicación remitida por SUMIMEDICAL S.A.S. el 3 de junio de 2026, en la cual el propio contratista informó que 
la entrega definitiva de la licencia y la culminación del proceso de cesión aún se encontraban pendientes y las 
condicionó a la recepción formal de los entregables de la Fase IV, a la continuación de la liquidación bilateral y a 
compromisos relacionados con obligaciones económicas reclamadas por dicha empresa. La incorporación de esta 
comunicación como soporte no implica la aceptación por parte de la Fiduprevisora SA de las condiciones 
planteadas por el contratista, sino que acredita que, para esa fecha, la transferencia material y jurídica de dichos 



activos no se había perfeccionado. Esta circunstancia, respecto de la cual también existen actuaciones 
administrativas adelantadas por la Superintendencia Nacional de Salud mediante la Resolución No. 
2026400000006394 de 2026, evidenció la necesidad de fortalecer el modelo de administración tecnológica del 
FOMAG, con el propósito de reducir los riesgos asociados a la continuidad del servicio, la dependencia frente al 
proveedor y la gobernanza institucional de la información.

De igual forma, durante la ejecución del contrato No. 12076-162-2024 se identificaron aspectos que requerían 
mayor fortaleza en materia de gobernanza de la información, administración de configuraciones y reglas de 
negocio, interoperabilidad con otros sistemas de información del sector salud y de la Entidad, administración de 
los activos tecnológicos y mecanismos de seguridad de la información. Estos elementos adquieren especial 
relevancia tratándose de una plataforma que soporta procesos misionales relacionados con la prestación de los 
servicios de salud y el tratamiento de datos personales de naturaleza sensible, cuya protección constituye un deber 
irrenunciable de la Administración.

En ese contexto, la estructuración del Proceso de Invitación a Cotizar 001 de 2026 respondió a la necesidad de 
incorporar condiciones orientadas a fortalecer dichos componentes mediante un modelo que privilegiara la 
administración institucional de la infraestructura tecnológica, a través de la operación sobre la nube pública del 
FOMAG, la transferencia de conocimiento y de componentes técnicos, la adopción de estándares abiertos de 
interoperabilidad, el fortalecimiento de los controles de seguridad de la información y la reducción de la 
dependencia tecnológica frente a un único proveedor, preservando la continuidad de la operación y la capacidad 
de evolución de la solución.

Es importante precisar que las circunstancias identificadas no implican que la solución adquirida en el marco del 
Contrato No. 12076-162-2024 hubiera perdido vigencia por el simple transcurso del tiempo. Corresponden a 
aspectos cuya relevancia e impacto fueron determinados durante la ejecución del contrato y considerados en el 
ejercicio de planeación que se realizó para el nuevo proceso de contratación, permitiendo a la Entidad identificar 
oportunidades de fortalecimiento relacionadas con la autonomía tecnológica, la gobernanza de la información y la 
sostenibilidad del modelo de operación. La planeación contractual, en materia de tecnologías de la información, es 
un proceso dinámico y progresivo que no se agota en la etapa precontractual, sino que exige a la Administración 
evaluar permanentemente el desempeño de los sistemas y adoptar oportunamente las decisiones que mejor 
satisfagan el interés general y la continuidad del servicio público.

Así mismo, las necesidades identificadas exceden el alcance de las obligaciones ordinarias de soporte, 
mantenimiento y evolución funcional previstas en el Contrato No. 12076-162-2024. Tales obligaciones estaban 
dirigidas a garantizar la operación y evolución de la solución implementada dentro del esquema contractual 
existente, mientras que el Proceso de Invitación a Cotizar 001 de 2026 incorpora condiciones orientadas al 
fortalecimiento del modelo institucional de administración tecnológica, la gestión de los activos tecnológicos, la 
interoperabilidad conforme a los estándares definidos por el Ministerio de Salud y Protección Social, la seguridad 
de la información y la reducción de riesgos derivados de la dependencia operativa frente al proveedor.

En consecuencia, la decisión de adelantar el Proceso de invitación a cotizar 001 de 2026 no obedece al 
desconocimiento de la inversión realizada mediante el Contrato No. 12076-162-2024 ni a la sustitución 



injustificada de la solución tecnológica previamente adquirida. Por el contrario, responde al deber de la 
Administración de adoptar las medidas necesarias para fortalecer la gobernanza de la información, la autonomía 
tecnológica, la continuidad del servicio público de salud y la adecuada gestión de los recursos públicos, a partir de 
las necesidades y limitaciones identificadas durante la ejecución y el cierre contractual. En ese sentido, el nuevo 
proceso incorpora de manera expresa condiciones que no quedaron suficientemente desarrolladas en la 
estructuración y ejecución del contrato No. 12076-162-2024, como bien lo establecen los estudios previos del área 
de la necesidad, particularmente en lo relacionado con la administración directa de la infraestructura tecnológica 
por parte del FOMAG, la titularidad y control de las cuentas en la nube pública, la entrega efectiva de licencias y 
activos tecnológicos, la reversibilidad y portabilidad de la información, la transferencia de conocimiento, la 
administración de configuraciones y reglas de negocio, la adopción de estándares abiertos de interoperabilidad, el 
fortalecimiento de la seguridad de la información y la definición de mecanismos de salida que reduzcan la 
dependencia frente al proveedor. De esta manera, el nuevo proceso no se limita a reproducir el alcance del 
contrato anterior, sino que busca subsanar las brechas advertidas y consolidar un modelo tecnológico más 
autónomo, sostenible, verificable y auditable para el FOMAG.

La Fiduprevisora SA debe garantizar la permanente prestación del servicio, al respecto El artículo 6º de la Ley 
Estatutaria 1751 de 2015 consagra la continuidad como uno de los elementos esenciales del derecho fundamental 
a la salud, al disponer que las personas tienen derecho a recibir los servicios de salud "de manera continua", sin 
que puedan verse interrumpidos por razones administrativas o económicas. Esta obligación no es discrecional para 
las entidades que administran recursos del sistema: constituye un mandato que condiciona cualquier decisión de 
gestión contractual, incluida la relativa al mantenimiento o sustitución de las herramientas tecnológicas que 
soportan la prestación del servicio.

En el caso concreto, la continuidad del servicio de salud del Magisterio se encuentra objetivamente comprometida 
por hechos ajenos a la planeación original del contrato No. 12076-162-2024 (cuya fecha de cumplimiento del plazo 
contractual fue el 2 de mayo de 2026) y posteriores a su celebración:

1.      Negativa del contratista a entregar el software. SUMIMEDICAL S.A.S. ha condicionado, 
extracontractualmente, la entrega efectiva de la licencia a perpetuidad, el código y los componentes técnicos de 
HORUS, así como la cesión de la suscripción de la nube en la que opera la plataforma, al pago previo del ciento por 
ciento (100%) de los valores que reclama como pendientes, no obstante la entidad no puede acceder en la 
actualidad a dichas pretensiones dado a que la supervisión actual se encuentra en curso de la verificación del 
cumplimiento contractual y aunado a ello se encuentran dentro de plazo de liquidación bilateral acordado entre las 
partes. Esta conducta fue imprevisible al momento de la estructuración del contrato en 2024 y ajena a la 
administración actual también, pues fue adversa a lo establecido en el contrato y adoptado unilateralmente por el 
contratista, que impide a la entidad disponer autónomamente del activo tecnológico ya pagado de manera 
inmediata.

· estructuración del contrato No. 12076-162-2024 partió del supuesto jurídico y técnico de que, se 
desarrollaría conforme al esquema de licenciamiento, soporte y mantenimiento previsto 
contractualmente, permitiendo al FOMAG ejercer de manera continua el derecho de uso de la plataforma 
durante la ejecución del contrato y bajo las condiciones económicas y técnicas pactadas entre las partes, 
que implicaba un pago a perpetuidad. Sin embargo, la planeación del contrato inicial establecía un plazo 
contractual, que a su cumplimiento, el contratista SUMIMEDICAL S.A.S. adoptó una conducta no prevista 



ni autorizada contractualmente consistente en condicionar la entrega efectiva de la licencia contratada y 
ya pagada, el código y los componentes técnicos de HORUS, así como la cesión de la suscripción de la nube 
en la que opera la plataforma, al pago previo del cien por ciento (100%) de las sumas que unilateralmente 
afirma ser adeudadas de la ejecución del contrato. No puede sostenerse que la Entidad hubiera debido 
prever, al momento de estructurar el contrato, que el contratista desconocería posteriormente las 
obligaciones libremente asumidas o condicionaría su cumplimiento al reconocimiento de reclamaciones 
económicas no definidas contractualmente, dado a que la licencia ya fue pagada en las primeras fases de 
ejecución del contrato, pues ello equivaldría a exigir a la administración anticipar el eventual 
incumplimiento de un contratista.

2.      Proceso en curso para determinar el posible incumplimiento del contratista, cuyo resultado es incierto y 
cuyo desenlace más probable, a la luz de la conducta descrita, es la activación de mecanismos de responsabilidad 
contractual y eventual litigio contra SUMIMEDICAL S.A.S. La sola existencia de esta contingencia no puede obligar a 
la Fiduprevisora SA, como vocera y administradora de los recursos del FOMAG a mantener en vilo la prestación de 
un servicio de salud a cargo de más de un millón de docentes y beneficiarios mientras se define un proceso jurídico 
o contractual cuya duración y resultado no es inminente.

· bien, la existencia de un procedimiento de siniestralidad de garantías o la eventual iniciación de acciones 
judiciales o arbitrales no constituyen mecanismos idóneos para garantizar la continuidad inmediata de un 
servicio público esencial. Los procesos sancionatorios y litigiosos tienen por finalidad determinar 
responsabilidades patrimoniales o contractuales, pero no producen, de manera inmediata, la entrega 
material del software, la cesión de la infraestructura tecnológica ni la disponibilidad de los componentes 
requeridos para operar el sistema. En consecuencia, la Fiduprevisora S.A. no puede supeditar la 
continuidad del servicio de salud del magisterio al tiempo que demande la resolución de controversias 
contractuales cuyo resultado y duración son inciertos y obedecen a los procesos propios del debido 
proceso y de administración de justicia, según corresponda.

· lo tanto, la administración tiene el deber de adoptar las medidas necesarias para evitar la interrupción de 
un servicio público esencial, aun cuando paralelamente ejerza las acciones contractuales, administrativas o 
judiciales correspondientes frente al contratista incumplido.

3.      Denuncias penales interpuestas contra SUMIMEDICAL S.A.S. por parte de la Fiduprevisora SA, por presuntos 
delitos relacionados con el manejo de la plataforma HORUS en el marco de la prestación del servicio de salud del 
Magisterio, hecho que fue puesto en conocimiento de este mismo organismo de control y que refuerza 
objetivamente el riesgo de indisponibilidad del sistema y la pérdida de confianza institucional en la continuidad de 
los servicios asociados al contratista.

· bien estas presuntas conductas penales no se invocan como fundamento autónomo de la nueva 
contratación ni como prueba anticipada de responsabilidad penal del contratista, evidencia la existencia 
de una controversia grave sobre la administración y disponibilidad de la plataforma tecnológica. Su 
relevancia jurídica radica en que incrementan objetivamente la incertidumbre sobre la posibilidad de 
obtener, en el corto plazo, la entrega efectiva de los activos tecnológicos necesarios para garantizar la 
continuidad del servicio, circunstancia que obliga a la Entidad a adoptar medidas preventivas orientadas a 
proteger la prestación del servicio público de salud.



4.      Justificaciones técnicas del apoyo a la supervisión y de la supervisión del contrato que acreditan que 
HORUS no puede ser operado, actualizado ni mantenido de forma autónoma por el FOMAG, al no haberle sido 
transferida la licencia del software ni el control sobre la infraestructura donde se aloja la plataforma.

· significa que actualmente no se cuenta con la posibilidad material ni jurídica de operar, mantener, 
actualizar o evolucionar de manera autónoma la plataforma HORUS, debido a que no dispone del control 
efectivo sobre la licencia del software, el código fuente, los componentes tecnológicos necesarios para su 
administración ni sobre la infraestructura donde actualmente se encuentra desplegada la solución.

· tales condiciones, la administración carece de una alternativa técnicamente viable distinta a estructurar 
una nueva solución tecnológica que garantice la continuidad del servicio, sin perjuicio del ejercicio 
simultáneo de las acciones contractuales y judiciales dirigidas a obtener la reparación de los perjuicios 
ocasionados por el contratista.

La concurrencia de estos hechos —aunado a todas la justificación de la necesidad que respaldan los respectivos 
estudios previos o términos de referencia del proceso de selección— es la que impone a la administradora de los 
recursos del FOMAG el deber de adoptar, de manera oportuna y prudente, las medidas contractuales necesarias 
para que la eventual materialización de cualquiera de estos riesgos no derive en la interrupción de la prestación de 
un servicio de salud constitucionalmente protegido. En ese sentido, la Invitación a Cotizar Servicios Administrativos 
No. 01 de 2026 no responde a una sustitución caprichosa de HORUS, sino al ejercicio de un deber de gestión de 
riesgo y de continuidad del servicio público esencial de salud, enteramente compatible con el deber de planeación 
que la misma Procuraduría invoca, pues —como lo reconoce el Consejo de Estado en la sentencia citada en el 
propio oficio PDFP1 No. 0254— la planeación exige adaptar la contratación cuando cambian las condiciones 
fácticas, y no perpetuar un esquema contractual cuya ejecución material se encuentra en entredicho.

A lo anterior se suma la necesidad, igualmente acreditada, de que la nueva solución tecnológica sea un software 
propio del FOMAG, que garantice la soberanía de los datos y la gobernanza de la información. Esta exigencia 
encuentra respaldo en la Política de Gobierno Digital (Decreto 1008 de 2018, incorporado al Decreto 1078 de 2015 
mediante el Decreto 620 de 2020), que impone a las entidades públicas el deber de fortalecer su autonomía 
tecnológica, la arquitectura empresarial y el control institucional sobre los datos que administran, así como en los 
principios de seguridad de la información y protección de datos personales (Ley 1581 de 2012). La experiencia 
derivada de la ejecución del contrato No. 12076-162-2024 —en el que la entidad adquirió una licencia perpetua 
sin control real sobre el código fuente ni sobre la infraestructura— es precisamente la lección institucional que 
impone no repetir un esquema de dependencia tecnológica frente a un único proveedor, y que justifica exigir en el 
nuevo proceso mecanismos reforzados de reversibilidad, portabilidad y titularidad sobre los desarrollos 
contratados.

Con respecto a:

II. Del contrato No.12076-162-2024 y la adquisición del licenciamiento a perpetuidad de una plataforma 
tecnológica (HORUS) 

Respuesta:



La Procuraduría señala que el Contrato No. 12076-162-2024 comprendía servicios de mantenimiento, soporte, 
actualización y evolución funcional de la plataforma HORUS, por lo que solicita explicar por qué las necesidades 
identificadas posteriormente no podían ser atendidas mediante los mecanismos contractuales y jurídicos asociados 
al licenciamiento previamente adquirido.

Al respecto, la Entidad considera necesario precisar que el Contrato No. 12076-162-2024 distinguió claramente 
entre dos tipos de prestaciones:

1. El licenciamiento a perpetuidad de la plataforma HORUS como activo tecnológico, y

2. La prestación de servicios de implementación, parametrización, soporte, mantenimiento, actualización, 
evolución funcional y demás actividades necesarias para garantizar su operación durante la vigencia del contrato.

En consecuencia, si bien el contrato incorporó obligaciones de mantenimiento, soporte, actualización y evolución 
funcional, dichas prestaciones estaban delimitadas por el objeto contractual, el plazo de ejecución y el alcance de 
las obligaciones asumidas por el contratista. No constituyeron una obligación indefinida de atender cualquier 
necesidad tecnológica futura ni habilitaban a la Entidad para exigir desarrollos, funcionalidades o transformaciones 
que excedieran el alcance originalmente contratado.

En ese contexto, la referencia efectuada por la Entidad en la respuesta a la primera advertencia preventiva 
respecto de la obsolescencia tecnológica debe interpretarse dentro del análisis integral realizado por la Dirección 
de Sistemas de Información. Dicha referencia no tuvo por objeto afirmar que la plataforma HORUS hubiera dejado 
de operar o que los servicios de mantenimiento y actualización no se hubieran ejecutado, sino poner de presente 
que, durante la operación del sistema y la evaluación de la estrategia tecnológica institucional, se identificaron 
limitaciones estructurales relacionadas con la arquitectura de la solución, la gobernanza de la información, la 
dependencia operativa frente al proveedor, los costos asociados al soporte y mantenimiento, las necesidades de 
interoperabilidad, las brechas de seguridad de la información y los riesgos derivados de la concentración de 
funciones tecnológicas y asistenciales en un mismo operador, aspectos que fueron expuestos en la respuesta inicial 
de la Entidad.

Frente al cuestionamiento de la Procuraduría sobre la posibilidad de superar dichas situaciones mediante los 
mecanismos contractuales y jurídicos asociados al licenciamiento adquirido, la Entidad considera necesario 
precisar que la existencia de servicios de mantenimiento, soporte y evolución funcional no facultaba jurídicamente 
al FOMAG para exigir al contratista prestaciones distintas de las pactadas ni para modificar sustancialmente el 
objeto contractual con el propósito de incorporar nuevas capacidades, servicios o condiciones operativas no 
previstas al momento de su celebración. En materia de contratación a través del FOMAG, el principio de 
planeación y el principio de legalidad imponen que las obligaciones del contratista estén definidas por el objeto, el 
alcance y las obligaciones del contrato, de manera que las necesidades que excedan dicho marco deben atenderse 
mediante los instrumentos contractuales legalmente procedentes y no mediante una ampliación indefinida de las 
obligaciones inicialmente convenidas.

Por ello, la imposibilidad a la que hace referencia la Entidad no corresponde a una imposibilidad técnica absoluta 
de la plataforma HORUS, sino a la imposibilidad jurídica y contractual de satisfacer, con fundamento exclusivo en el 
Contrato No. 12076-162-2024, necesidades que excedían el alcance de las prestaciones originalmente pactadas. La 



valoración de dicha circunstancia se sustentó en los análisis técnicos realizados durante la estructuración del 
Proceso de Invitación a Cotizar 001 de 2026, los cuales permitieron establecer que los requerimientos identificados 
no podían imponerse al contratista al amparo de las obligaciones de mantenimiento, soporte, actualización y 
evolución funcional previstas en el contrato, sin alterar su objeto y equilibrio contractual.

En este contexto, la falta de materialización de la entrega de la licencia de uso a perpetuidad de HORUS y de la 
cesión de la cuenta de Google Cloud Platform-GCP en la que se encuentra desplegada la solución constituye un 
riesgo operativo para el FOMAG, en la medida en que limita su autonomía para administrar la infraestructura, 
controlar los accesos, garantizar la continuidad del servicio y gestionar directamente los activos tecnológicos y la 
información institucional. Este riesgo se hizo evidente durante la etapa de terminación, transición y cierre 
contractual, razón por la cual la estructuración del Proceso de Invitación a Cotizar 001 de 2026 se orientó a 
establecer una medida de mitigación mediante la adquisición e implementación de una nueva solución tecnológica 
que opere bajo condiciones de administración y control institucional, titularidad de las cuentas de nube, 
transferencia de conocimiento, reversibilidad de la información y mecanismos de continuidad claramente 
definidos. Lo anterior no implica renunciar a las obligaciones derivadas del Contrato No. 12076-162-2024 ni 
desconocer la inversión realizada, por lo que el FOMAG continuará adelantando las actuaciones necesarias para 
obtener la licencia y los activos contratados, mientras asegura una alternativa tecnológica que reduzca la 
dependencia frente al proveedor y evite que la prestación de los servicios de salud quede expuesta a la 
imposibilidad de administrar directamente la plataforma existente.

Frente a este aspecto es importante precisar que el FOMAG dio inicio al trámite para determinar el posible 
incumplimiento del contratista SUMIMEDICAL, y se está revisando informe por parte del supervisor del contrato 
No. 12076-162-2024 en el cual se detallan los hechos de posible incumplimiento y las obligaciones presuntamente 
incumplidas.

En línea con lo anterior, y de acuerdo con la información suministrada por la supervisión del contrato, se pone de 
presente que la entidad no ha desembolsado los recursos correspondientes al licenciamiento de los módulos 
adicionales de la Fase IV ni a sus capacitaciones —equivalentes al treinta y cinco por ciento (35%) del valor base del 
contrato—precisamente por no haberse acreditado de manera plena su culminación. Igualmente, no se ha pagado 
la bolsa de horas de desarrollo por no registrarse ejecución, ni las facturas de soporte, mantenimiento y 
alojamiento causadas desde octubre de 2025, cuyo trámite permanece condicionado a la aprobación técnica 
correspondiente.

Así mismo, la supervisión evito el pago de valores mal facturados por el contratista con la corrección del IVA 
indebidamente facturado en el componente de alojamiento (servicio exento), con notas crédito y reexpedición de 
facturas.

En consecuencia, la exposición patrimonial de la entidad respecto de las prestaciones cuya materialización no se 
encuentra acreditada ha sido contenida mediante la retención del pago, lo que constituye una medida efectiva de 
protección de los recursos públicos adoptada en ejercicio de las funciones de supervisión y de ordenación 
financiera

Ahora bien, uno de los principios básicos de la planeación contractual consiste en que la suficiencia de los estudios 
previos debe analizarse con fundamento en la información objetiva disponible al momento de estructurar el 



proceso de contratación. No resulta jurídicamente válido valorar retrospectivamente la calidad de una planeación 
utilizando hechos que únicamente se materializaron con posterioridad a la ejecución del contrato.

Con respecto a:

III. Sobre la Invitación a Cotizar Servicios Administrativos No. 01 de 2026 

Respuesta:

En atención a las observaciones formuladas por la Procuraduría Delegada en el marco de la advertencia preventiva, 
la Entidad procede a precisar los aspectos relacionados con la Invitación a Cotizar Servicios Administrativos No. 01 
de 2026, particularmente en lo concerniente a: (i) la posible duplicidad de prestaciones previamente contratadas; 
(ii) el aprovechamiento efectivo de la inversión pública realizada mediante el Contrato No. 12076-162-2024; y (iii) 
la motivación técnica, jurídica y económica que soporta la nueva necesidad contractual.

Marco de análisis: activo adquirido vs. operación tecnológica

El análisis de economía y eficiencia no parte de una comparación entre prestaciones contractuales equivalentes, 
sino de una necesidad institucional de naturaleza distinta: que el FOMAG cuente con capacidad de gobierno, 
control y seguridad directa sobre la plataforma tecnológica que soporta la información de salud de sus afiliados, en 
lugar de depender por completo de un tercero externo para la continuidad de dicha operación. Esta necesidad de 
gobernanza tecnológica institucional nunca fue satisfecha por el esquema adoptado en 2024 en el cual la 
plataforma permaneció siempre bajo el control técnico exclusivo del proveedor, y hoy resulta estructural e 
independiente de cualquier situación contractual puntual con SUMIMEDICAL S.A.S. La protección del patrimonio 
público, en este contexto, no se mide por la conservación de un esquema determinado, sino por la capacidad de la 
Entidad de asegurar, de forma autónoma y verificable, la continuidad del servicio público de salud y que este no se 
vea afectado por las circunstancias que puedan derivarse de la relación contractual con el contratista, que como se 
ha expuesto en el caso del contrato de HORUS el contratista ha retenido la licencia y sus componentes 
tecnológicos, bajo su poder, situación que en el nuevo proceso contractual no ocurriría

La tesis jurídica desarrollada por la Entidad nunca consistió en sostener que un modelo SaaS fuera equivalente o 
diferente a un licenciamiento perpetuo como único fundamento para justificar la nueva contratación. Esa 
explicación constituyó únicamente un elemento introductorio para contextualizar la naturaleza jurídica del nuevo 
proceso.

El verdadero fundamento de la respuesta fue demostrar que el proceso de selección actualmente estructurado 
posee una causa contractual, un objeto técnico, una arquitectura tecnológica, un modelo operativo, un esquema 
de administración, un alcance funcional y un modelo de gobierno de la información sustancialmente distintos a los 
previstos en el contrato celebrado en el año 2024. En consecuencia, la Procuraduría sostiene una tesis que no 
desarrollada por la entidad.

1.      Estado actual de la plataforma HORUS y la exposición institucional derivada

HORUS continúa operando transaccionalmente y soportando la prestación de los servicios de salud del Magisterio. 
No obstante, con la terminación del contrato No. 12076-162-2024 se extinguieron las condiciones bajo las cuales 



dicha operación se sostenía técnicamente, sin que la Entidad cuente hoy con capacidad autónoma de intervención, 
control o gestión directa sobre la plataforma. A ello se suma que la licencia perpetua adquirida en 2024 no ha sido 
efectivamente entregada al FOMAG, sin entrega de un procedimiento de despliegue instalador, con la plataforma 
desplegada en infraestructura del proveedor, y que SUMIMEDICAL S.A.S. ha condicionado la entrega de dichos 
componentes al pago del cien por ciento (100%) de los valores que considera pendientes, circunstancia bajo 
seguimiento mediante medida cautelar de la Supersalud (Resolución No. 2026400000006394 de 2026).

Esta situación evidencia una exposición institucional que no se origina en la ausencia de un contrato puntual, sino 
en el diseño mismo del esquema de 2024: la operación de un sistema crítico para la salud pública dependía en su 
totalidad de la voluntad y disponibilidad de un único proveedor externo, hoy además en conflicto de interés y en 
controversia contractual con la Entidad. Es esta dependencia estructural y no la simple expiración de un plazo 
contractual, la que la Invitación No. 01 de 2026 busca superar, mediante un modelo en el que el FOMAG ejerza 
gobernanza directa sobre sus propios datos e infraestructura.

2.Estrategia de aprovechamiento de la inversión existente

La Entidad no descarta el activo adquirido en 2024. La estrategia definida para preservar el valor de dicha inversión 
contempla dos fases, ambas condicionadas a actuaciones que corresponde adelantar a SUMIMEDICAL S.A.S.:

·Primera fase: continuidad de la operación transaccional de HORUS sobre la infraestructura de nube pública de 
Google en la que actualmente se encuentra desplegada, condicionada a que SUMIMEDICAL S.A.S. realice la cesión 
de la titularidad de la suscripción de nube a favor del FOMAG.

·Segunda fase: migración de la información hacia la nube pública Azure del FOMAG, con el fin de preservar su 
valor documental como fuente de consulta histórica, referencia y trazabilidad de las transacciones generadas 
durante los dos años de operación, condicionada a que SUMIMEDICAL S.A.S. realice la entrega del instalador de la 
plataforma.

A la fecha, ninguna de las dos condiciones se ha materializado, circunstancia que impide a la Entidad avanzar tanto 
en la continuidad operativa bajo su propia titularidad como en la migración hacia su infraestructura, y que se 
encuentra bajo seguimiento mediante medida cautelar de la Supersalud. Mediante la Resolución No. 
2026400000006394 de 2026, proferida el 1 de junio de 2026, la Superintendencia Nacional de Salud ordenó a 
Fiduprevisora S.A. y a SUMIMEDICAL S.A.S. la cesación provisional de las acciones que ponen en riesgo la vida o la 
integridad física de los pacientes, ante la evidencia de que las controversias contractuales entre las partes estaban 
generando barreras de acceso y suspensiones en la prestación de servicios de salud a los afiliados del Magisterio, 
incluyendo tratamientos de VIH, Hepatitis B y C, y servicios oncológicos. La Supersalud concluyó que las diferencias 
contractuales y financieras entre prestadores, administradores o pagadores no pueden trasladarse a los usuarios, 
ni constituir barreras de acceso, y que el uso del control tecnológico como mecanismo de presión contractual 
desconoce la naturaleza esencial del servicio de salud y puede comprometer gravemente el interés general. En 
virtud de lo anterior, la Resolución ordenó a SUMIMEDICAL S.A.S. abstenerse de ejecutar cualquier actividad que 
afecte la operación del sistema SUIM-HORUS, y a Fiduprevisora S.A. adelantar las gestiones necesarias para 
resolver el conflicto contractual, garantizando la continuidad de la prestación de los servicios de salud.

Esta gestión de preservación de información, dependiente en ambas fases de actuaciones de un tercero ajenas a la 



voluntad de la Entidades distinta y autónoma de la necesidad institucional que sustenta la Invitación No. 01 de 
2026: mientras aquella busca conservar y, en su momento, trasladar un archivo histórico una vez superados los 
condicionamientos señalados, esta busca dotar a la Entidad de una solución tecnológica bajo gobierno propio, 
independiente de terceros, para la operación futura del modelo de salud del Magisterio. Ambas gestiones son 
complementarias, no se superponen ni duplican su objeto, y la eventual demora en la primera no puede 
subordinar ni condicionar la necesidad autónoma que motiva la segunda.

3.Comparación cuantitativa complementaria: valores reales del Otrosí No. 3 frente a la oferta más alta recibida

Sin perjuicio de que la necesidad que sustenta la Invitación No. 01 de 2026 es de naturaleza institucional y 
autónoma, conforme se expuso en los numerales 1 a 3, resulta pertinente incorporar, a título de evidencia 
cuantitativa adicional, la comparación entre los valores mensuales reconocidos a SUMIMEDICAL S.A.S. mediante el 
Otrosí No. 3, el último que estuvo vigente hasta el 2 de mayo del 2026 durante la ejecución del contrato No. 
12076-162-2024, hoy terminado, y que se toma únicamente como referencia contractual real y verificable versus 
el valor de la oferta económica más alta recibida en el proceso en curso que corresponde a la de Quality Data, con 
el fin de dimensionar objetivamente la diferencia de costo entre ambos esquemas.

Frente a lo anterior, la oferta más alta recibida en la Invitación No. 01 de 2026 corresponde a la de Quality 
Data, $4.599.999.998 por 13 meses que equivale a un valor mensual de $353.846.154

Ahorro mensual: $215.879.724 (37,9%). Ahorro anual: $2.590.556.692 (37,9%). Ahorro proyectado a 5 años: 
$12.952.783.458.

4.1 Proyección a 5 años con ajuste por IPC

Con el fin de presentar un escenario financieramente más realista, se proyectan ambos esquemas a 5 años 
aplicando un Índice de Precios al Consumidor (IPC) del 4% anual —supuesto razonable de indexación para 
contratos de tracto sucesivo—, y asumiendo el inicio de operación de la nueva solución en el mes de septiembre:



Ahorro proyectado a 5 años, con IPC del 4%: $14.031.290.652 (37,9%).

Se observa que la brecha absoluta entre ambos esquemas crece año a año al aplicarse el mismo porcentaje de 
indexación sobre bases de costo distintas: el ahorro anual pasa de $2.590.556.692 en el año 1 a $3.030.584.921 en 
el año 5. Esto confirma que la diferencia de costo entre ambos esquemas no solo se mantiene, sino que se amplía 
en el tiempo, lo que refuerza —bajo un supuesto financiero conservador y ampliamente aceptado— la conclusión 
de eficiencia y economía de la nueva contratación en un horizonte de mediano plazo.

El último esquema económico vigente con SUMIMEDICAL S.A.S. resultaba 1,61 veces más costoso mensualmente 
que el escenario más alto ofertado dentro del nuevo proceso. Se destaca que esta comparación se construye 
deliberadamente sobre la oferta más alta recibida y no sobre la más baja (4OL, $3.575.057.000), de manera que la 
conclusión de eficiencia no dependa de cuál sea finalmente el proponente adjudicatario: incluso frente al último 
valor contractual real que la Entidad llegó a reconocer bajo el esquema anterior, la diferencia de costo es 
sustancial y verificable.

Esta comparación cuantitativa refuerza sin sustituir el argumento central expuesto en los numerales anteriores: la 
Invitación No. 01 de 2026 no solo resuelve una necesidad institucional de gobernanza tecnológica autónoma, sino 
que además habría representado, de haberse mantenido el esquema anterior, una erogación sustancialmente 
superior a la que ahora se somete a competencia dentro de un proceso transparente y objetivo.

1. patrimoniales identificados

·Dependencia estructural de un proveedor único para la continuidad y disposición de la información que soporta la 
prestación de servicios de salud del Magisterio, cuyo último valor mensual contractualmente reconocido en el 
Otrosí No. 3, hoy no vigente ascendía a $569.725.878 mensuales.

·Tendencia de escalamiento de costos evidenciada durante la ejecución del contrato No. 12076-162-2024: el valor 
mensual del componente de alojamiento y administración de infraestructura se incrementó en un 96% entre el 
Otrosí No. 2 y el Otrosí No. 3, lo cual constituye una señal objetiva de que, de haberse mantenido la relación 
contractual, la Entidad habría quedado expuesta a incrementos sucesivos y no acotados en los costos de operación 
de la plataforma, sin capacidad real de control sobre dicha escalada al depender de un proveedor único.

·Imposibilidad actual de la Entidad de decidir autónomamente sobre su propia información histórica, al estar la 
preservación de HORUS condicionada a actuaciones pendientes de SUMIMEDICAL S.A.S. (cesión de titularidad de la 



suscripción de nube y entrega del instalador).

·Riesgo de que, ante cualquier necesidad de continuar operando bajo un esquema similar, la Entidad deba asumir 
nuevos incrementos de magnitud comparable al ya observado entre otrosíes, dada la ausencia de competencia y la 
posición de proveedor único de SUMIMEDICAL S.A.S.

·Conflicto de interés estructural derivado de la doble condición de SUMIMEDICAL S.A.S. como desarrollador 
tecnológico y prestador de servicios de salud, precisando que este es un hecho materializado en este momento y 
que al celebrar el contrato no fue mitigado y/o analizado por el área competente para adelantar dicha 
contratación.

·Ausencia de gobernanza institucional directa sobre los datos, los ambientes y los mecanismos de trazabilidad y 
auditoría de la plataforma que gestiona información clínica sensible de los afiliados.

·Riesgo de discontinuidad en la prestación de servicios de salud a la población afiliada al Magisterio, derivado de la 
persistencia de esta dependencia estructural.

1. de mitigación incorporadas en la nueva contratación

·Gobernanza tecnológica autónoma: estructuración de una solución que opera bajo gobierno institucional propio 
del FOMAG, sobre su infraestructura de nube pública, eliminando la dependencia de un tercero externo para la 
continuidad, administración y disponibilidad de la plataforma.

·Independencia del proveedor: exigencia de que el contratista sea idóneo, especializado e independiente, sin 
conflicto de interés por actuar simultáneamente como prestador de servicios de salud dentro del mismo modelo.

·Condiciones económicas estables, ciertas y predecibles: el presupuesto oficial ($4.883.512.736) y las ofertas 
económicas en firme fijan de manera cierta el costo del proceso, en contraste con el comportamiento observado 
bajo el esquema anterior, donde el componente de infraestructura se incrementó en un 96% entre el Otrosí No. 2 
y el Otrosí No. 3, una escalada muy superior a cualquier ajuste ordinario por IPC. Incluso proyectando la nueva 
contratación bajo un supuesto conservador de indexación anual del 4%, sus condiciones económicas seguirían 
siendo sustancialmente más favorables y, sobre todo, previsibles para la planeación presupuestal de la Entidad.

·Cláusulas de reversibilidad y transferencia tecnológica: incorporadas como estándar contractual, para que la 
Entidad conserve en el futuro la capacidad de disponer de su información sin quedar supeditada a la voluntad 
unilateral del contratista, escenario que hoy impide incluso la preservación histórica de HORUS.

·Verificación previa de capacidades reales: Prueba de Concepto (PoC) objetiva y estandarizada, que valida el 
desempeño de la solución antes de su puesta en producción, reduciendo el riesgo de adquirir una solución 
inadecuada o de repetir las limitaciones estructurales evidenciadas en HORUS.

·Ahorro cuantificado y creciente en el tiempo: frente al último valor contractual real reconocido a SUMIMEDICAL 
S.A.S. ($569.725.878 mensuales, Otrosí No. 3), la nueva contratación —incluso en su escenario más alto, Quality 
Data— genera un ahorro de $2.590.556.692 en el primer año de operación, que se proyecta creciente año a año 



bajo un supuesto conservador de indexación del 4% anual, hasta alcanzar $3.030.584.921 en el quinto año y un 
acumulado de $14.031.290.652 en el horizonte de cinco años. Estos recursos liberados pueden destinarse a otras 
necesidades institucionales prioritarias del FOMAG.

·Preservación paralela del activo histórico: gestión autónoma para migrar y conservar el valor documental de 
HORUS una vez se superen los condicionamientos actualmente impuestos por SUMIMEDICAL S.A.S. (cesión de 
titularidad de la suscripción de nube y entrega del instalador), sin que dicha gestión subordine ni retrase la puesta 
en marcha de la nueva solución.

7. Cumplimiento del deber de planeación - Estudio de Mercado

La Invitación a Cotizar Servicios Administrativos No. 01 de 2026 adelantó un análisis de sector y de mercado que 
incluyó la consulta de un banco de proveedores especializados, el análisis de costos asociados a la operación de 
soluciones tecnológicas equivalentes, y la aplicación de múltiples medidas de tendencia central sobre las 
cotizaciones recibidas, cuyo promedio conjunto sirvió de fundamento técnico para la determinación del 
presupuesto oficial.

Adicionalmente, el estudio de mercado incorporó un criterio técnico objetivo para el tratamiento de valores 
atípicos, conforme a herramientas estadísticas reconocidas, evitando que una cotización extraordinariamente 
alejada del comportamiento general de la muestra distorsionara el presupuesto oficial en detrimento de la 
eficiencia y la responsabilidad fiscal. La razonabilidad de dicha metodología se encuentra hoy corroborada 
empíricamente por el desarrollo mismo del proceso de selección, en el que se han recibido varias ofertas 
económicas, todas ellas por debajo del presupuesto oficial estimado, lo que constituye evidencia objetiva de que el 
estudio de mercado reflejó adecuadamente las condiciones reales de la oferta disponible en el sector, sin que se 
haya configurado el escenario de infravaloración o de restricción a la libre concurrencia advertido por el Ministerio 
Público.

Debe recordarse que, conforme al deber de planeación —invocado por la propia Procuraduría con fundamento en 
la jurisprudencia del Consejo de Estado y en el concepto C-062 de 2021 de Colombia Compra Eficiente—, el estudio 
de mercado constituye precisamente uno de los instrumentos mediante los cuales la entidad determina la 
existencia de posibles oferentes y establece los valores aproximados de la contratación, sin que la ley o la entidad 
rectora del sistema de compras públicas impongan una única metodología estadística obligatoria. La 
administración conserva, en esa medida, discrecionalidad técnica para seleccionar la metodología aplicable, 
siempre que la decisión se encuentre motivada y verificada, condición que se cumple en el presente caso

8. Conclusión

La invitación a Cotizar No. 01 de 2026 no se limita a la reposición de servicios previamente contratados, sino que 
responde a la necesidad institucional de que el FOMAG ejerza gobernanza directa sobre la plataforma tecnológica 
que soporta los servicios de salud del Magisterio, reduciendo la dependencia operativa frente a un único 
proveedor y fortaleciendo el control sobre la infraestructura, los datos y la información histórica. Esta decisión 
también se sustenta en criterios de economía y eficiencia: el último valor mensual reconocido a SUMIMEDICAL 
S.A.S. mediante el Otrosí No. 3 ascendía a $569.725.878, mientras que la oferta económica más alta recibida en el 
nuevo proceso, correspondiente a Quality Data, equivale a $353.846.154 mensuales. Bajo este escenario 



comparativo, se estima un ahorro potencial de $215.879.724 mensuales, $2.590.556.692 anuales y 
$12.952.783.458 en un horizonte de cinco años, en valores constantes y sin indexación. Adicionalmente, el 
incremento del 96 % registrado en el componente de infraestructura entre los Otrosíes No. 2 y No. 3 evidencia la 
necesidad de adoptar un esquema con costos más previsibles, competitivos y sostenibles. En consecuencia, la 
decisión se fundamenta de manera conjunta en la autonomía tecnológica, la reducción de la exposición 
institucional, la eficiencia económica y la protección del patrimonio público, y no únicamente en una comparación 
nominal entre funcionalidades contractuales

Cn respecto a:

IV. Posibles riesgos de afectación al patrimonio público derivados de la sustitución de una solución tecnológica 
previamente adquirida 

Respecto de la observación relacionada con la posible afectación al patrimonio público, la Entidad considera 
pertinente precisar que la valoración sobre una eventual sustitución de la solución tecnológica debe efectuarse a 
partir del estado real de ejecución del Contrato No. 12076-162-2024 y del nivel de aprovechamiento de los activos 
tecnológicos adquiridos. En ese sentido, actualmente se adelanta el proceso de cierre y liquidación contractual, 
mediante el cual se verifica la entrega efectiva de la licencia a perpetuidad, la documentación técnica, los 
desarrollos realizados, la información generada durante la operación y los demás componentes que deban 
incorporarse al patrimonio del FOMAG, con el fin de garantizar su adecuada utilización y preservar la inversión 
realizada.

La Invitación a Cotizar Servicios Administrativos No. 01 de 2026 no se estructuró con el propósito de desconocer o 
desechar los activos derivados del contrato anterior. Por el contrario, contempla la necesidad de garantizar su 
aprovechamiento mediante mecanismos de migración, reutilización, portabilidad y reversibilidad de la 
información, así como de evitar que se reconozcan nuevamente prestaciones o componentes efectivamente 
entregados y pagados. La falta de materialización de la licencia y de la cesión de la cuenta de nube constituye un 
riesgo operativo para la autonomía tecnológica y la continuidad del servicio, el cual debe ser mitigado mediante 
una alternativa que permita al FOMAG ejercer control directo sobre la infraestructura, los accesos, la información y 
la evolución de la solución, sin perjuicio de continuar las actuaciones contractuales necesarias para obtener los 
activos y derechos derivados del Contrato No. 12076-162-2024.

En consecuencia, en el estado actual del proceso, la Entidad no advierte que la nueva contratación implique por sí 
misma una sustitución injustificada o una afectación al patrimonio público. No obstante, la decisión definitiva 
deberá sustentarse en una evaluación técnica, jurídica, funcional y financiera que identifique los componentes 
susceptibles de aprovechamiento, determine las prestaciones que podrían presentar coincidencias entre ambos 
procesos, descarte pagos duplicados y establezca el costo total de las alternativas disponibles. De esta manera, las 
actuaciones del FOMAG se orientan a maximizar el aprovechamiento de la inversión realizada, mitigar los riesgos 
de continuidad y dependencia tecnológica y asegurar que los recursos públicos se destinen a una solución útil, 
sostenible, segura, verificable y adecuada para el cumplimiento de los fines institucionales.

Con respecto a:

V. Posible afectación a los principios de igualdad, imparcialidad y selección objetiva en la evaluación de la 



Prueba de Concepto (PoC) 

Respuesta:

Frente a la observación relacionada con la posible afectación de los principios de igualdad, imparcialidad y 
selección objetiva, la Entidad precisa que la Prueba de Concepto (PoC) no constituyó un requisito incorporado con 
posterioridad al inicio del proceso ni una condición creada durante la evaluación de las ofertas. Desde la 
publicación de la Invitación a Cotizar No. 01 de 2026 se estableció la realización de una Prueba de Concepto, 
actividad que se encuentra prevista en los documentos del proceso.

En desarrollo de las reglas previamente establecidas, la Entidad publicó los documentos "Citación a Prueba de 
Concepto (POC)" y "Condiciones de la Prueba de Concepto (POC)", que contienen la metodología, los escenarios 
funcionales a validar, los criterios de cumplimiento, la forma de registro de evidencias, la escala de valoración 
aplicable, los tiempos de ejecución y las reglas de participación, así mismo realizó con los proponentes la 
respectiva socialización de la Prueba de Concepto, en una reunión presencial en la cual todos los oferentes 
participaron

En consecuencia, la circunstancia de que la citación y los aspectos operativos de la Prueba de Concepto se 
desarrollaran con posterioridad a la habilitación de los oferentes no implicó una modificación de las reglas del 
proceso ni la incorporación de criterios nuevos de evaluación, sino la ejecución de una actividad previamente 
prevista en la Invitación a Cotizar, aplicable exclusivamente a quienes cumplían las condiciones para continuar en 
la etapa correspondiente del proceso.

La PoC no tiene por objeto definir nuevos requisitos, modificar el objeto contractual ni introducir criterios 
subjetivos de evaluación. Su finalidad es verificar en igualdad de condiciones para todos los oferentes habilitados, 
el cumplimiento de especificaciones previamente publicadas en la Ficha Técnica y los Estudios Previos, mediante la 
demostración práctica de que la solución ofertada opera conforme a lo requerido. La PoC constituye un 
mecanismo técnico de verificación ampliamente reconocido en la contratación de soluciones de software de alta 
complejidad, que permite: verificar capacidades reales de las soluciones ofertadas en un entorno controlado; 
reducir los riesgos asociados a la implementación de una plataforma de misión crítica para la prestación del 
servicio de salud, cuyo adecuado funcionamiento resulta indispensable para garantizar la continuidad de la 
atención a los afiliados del FOMAG; medir el acoplamiento real del sistema con los requerimientos específicos del 
modelo de salud de FOMAG y asegurar la comparabilidad objetiva entre oferentes, a quienes les fue aplicada la 
prueba bajo los mismos parámetros para todos.

Así mismo, el comité evaluador no diseñó ni modificó los criterios de la Prueba de Concepto durante su desarrollo, 
limitándose a verificar el cumplimiento de las condiciones previamente establecidas por la Entidad y aplicándolas 
de manera uniforme a todos los oferentes habilitados garantizando de esta forma los principios de igualdad, 
imparcialidad y selección objetiva.

Se anexa:

· Citación-a-la-Prueba-de-Concepto-POC

· Asistencia Socialización Oferentes Prueba POC-24072026



Con respecto a:

VI. Posible afectación del principio de selección objetiva por insuficiencia de especificaciones técnicas en los 
documentos del proceso 

Respuesta:

Frente a la observación formulada por la Procuraduría Delegada, según la cual variables como la arquitectura, las 
condiciones de conectividad, las capacidades de infraestructura y los lineamientos de seguridad constituirían 
elementos determinantes que no fueron definidos en la etapa precontractual, la Entidad precisa que, contrario a lo 
advertido, variables críticas de costos e implementación no han sido diferidas a la incertidumbre, toda vez que la 
Ficha Técnica del SUIM incorpora insumos de dimensionamiento cuantitativo y operativo determinantes para el 
mercado de TI, tales como:

·Volumetría transaccional explícita: Como regla de negocio medible, se fija la recepción automatizada de hasta 
450.000 facturas mensuales en el Módulo de Cuentas Médicas, y el procesamiento del 100% de los Registros 
Individuales de Prestación de Servicios de Salud bajo la Resolución 2275 de 2023.

·Universo Poblacional: Se define un censo nacional de más de 800.000 usuarios activos y pensionados, con 
distribución y reportes obligatorios a nivel nacional, departamental y municipal.

·Reglas Actuariales Fijas: Se establecen los parámetros para estimar prima técnica, costo esperado y frecuencia de 
uso en el submódulo de Nota Técnica.

Estos datos son los indicadores para calcular el esfuerzo de servidores lógicos, licenciamiento y soporte bajo un 
modelo Software as a Service (SaaS).

El proceso fue desarrollado bajo un enfoque de contratación por capacidades y resultados, orientado a garantizar 
el cumplimiento de las necesidades institucionales del nuevo Modelo de Salud del Magisterio, sin restringir la 
participación mediante la imposición de fabricantes, arquitecturas o tecnologías específicas.

Imponer un diseño micro-arquitectónico rígido y cerrado desde la fase precontractual vulneraría las directrices de 
Colombia Compra Eficiente (CCE) y el Ministerio TIC, al amarrar el proceso a marcas específicas, configurando un 
riesgo de dependencia tecnológica exclusiva (vendor lock-in). La elasticidad en la configuración interna de la 
solución —ajustada a los estándares abiertos exigidos es, justamente, el factor que dinamiza la competencia 
económica y la libre concurrencia.

En consecuencia, la Entidad considera que no se configura una afectación al principio de selección objetiva, toda 
vez que todos los interesados tuvieron y tienen acceso a la misma información, bajo reglas uniformes y con 
criterios objetivos de evaluación y verificación del cumplimiento de los requerimientos establecidos.

Para sustentar la completitud del proceso, se destaca que la Ficha Técnica del Sistema de Aseguramiento 
desarrolla de manera exhaustiva las especificaciones que soportan la contratación, estructuradas de la siguiente 



manera:

·Estructura y Reglas del Servicio: Define el objeto contractual, el alcance global y las condiciones técnicas de la 
prestación del servicio en modalidad SaaS desplegado sobre la Nube Pública del FOMAG.

·Requerimientos Funcionales en Dos Fases: Organizados detalladamente por módulos funcionales que cubren la 
misionalidad del sistema: Fase I. Línea Base (1 Mes) que incluye Aseguramiento, Contratos, Gestión de Servicios 
(Autorizaciones), Formulación y Dispensación de Medicamentos, Referencia y Contrarreferencia, PQRSDF, 
Validador de RIPS y Cuentas Médicas. Asimismo, la Fase II (4 Meses) con los componentes de Interoperabilidad 
(Historia Clínica, Agendamiento), Gestión del Riesgo, SISCAC, RIAS, Seguridad y Salud en el Trabajo, Estadísticas, 
Indicadores, PWA/APP, Oficina Virtual, Seguridad del Paciente y Mesa de Ayuda.

·Requisitos No Funcionales y Calidad: Detalla el marco de cumplimiento normativo (Ley 1581 de 2012, 
Resoluciones 2284 de 2023, 2335 de 2023, 1962 de 2025, entre otras), el perfil de profesionales mínimos 
requeridos, los Acuerdos de Niveles de Servicio (ANS) aplicables a disponibilidad, incidentes, interoperabilidad y 
ciberseguridad, así como los Criterios de Aceptación Funcional (CAF) que servirán para verificar objetivamente el 
cumplimiento de las obligaciones contractuales.

Finalmente, la Entidad reitera que los aspectos específicos de arquitectura, conectividad final y seguridad 
institucional reservados para la etapa de alistamiento corresponden a la configuración lógica detallada de 
ambientes (Desarrollo, Pruebas, Calidad y Producción), los cuales deben ejecutarse bajo estrictos protocolos de 
confidencialidad. Revelar las topologías exactas de red, direccionamientos IP o accesos a servidores lógicos del 
Estado en un pliego público expondría la infraestructura crítica del Magisterio a riesgos cibernéticos, razón por la 
cual su tratamiento diferido se encuentra plenamente justificado en los principios de la seguridad de la 
información.

Con respecto a:

VII. Riesgos asociados a la posible configuración de un conflicto de interés 

Respuesta:

La Entidad precisa que la estructuración del Contrato No. 12076-162-2024 respondió a las necesidades, al modelo 
operativo y al análisis de riesgos existentes al momento de su celebración. En consecuencia, la valoración de la 
planeación debe realizarse atendiendo a las condiciones técnicas, jurídicas y operativas vigentes para esa 
contratación, sin trasladar retrospectivamente circunstancias que solo fueron identificadas durante la ejecución del 
contrato y en el desarrollo del nuevo Modelo de Salud del Magisterio. Es de precisar, como se indicó al inicio de 
este documento, que dicho contrato fue adelantado y celebrado por la Vicepresidencia Jurídica, que era la 
competente para ello en mayo de 2024, por lo que con la información que reposa en el expediente no es posible 
determinar si durante la evaluación del proceso de selección adelantado en ese entonces o previo a la suscripción 
del contrato, se realizó el análisis sobre este riesgo, el cual hoy ya se encuentra materializado y que ente esto a la 
Vicepresidencia Fondo de Prestaciones, solo le queda enfrentar las consecuencias del mismo y evitar que en el 
futuro se vuelvan a presentar.

La evolución de la operación permitió evidenciar aspectos relacionados con el gobierno de la información, la 



autonomía tecnológica, la administración de la infraestructura y la segregación de funciones, cuya relevancia 
práctica solo pudo determinarse a partir de la experiencia obtenida durante la implementación y operación 
efectiva de la solución.

En ese sentido la Entidad no fundamenta la necesidad de un nuevo proceso contractual en la existencia de 
actividades internas no documentadas, sino en elementos objetivos y verificables derivados de la ejecución 
contractual, del proceso de cierre y liquidación del Contrato No. 12076-162-2024, de las actuaciones de 
supervisión, de las obligaciones pendientes de verificar y de las medidas requeridas para garantizar la continuidad 
del servicio. Estos antecedentes constituyen el soporte técnico y jurídico que explica la evaluación de nuevas 
alternativas tecnológicas y permiten demostrar que las decisiones adoptadas obedecen a hechos sobrevinientes 
evidenciados durante la ejecución del contrato, y no a deficiencias de planeación atribuibles al proceso adelantado 
en 2024.

Con respecto a:

VIII. Requerimiento de Información 

En referencia, con las consideraciones expuestas y atribuciones preventivas consignadas en las Resoluciones No. 
377 de 20223 y 108 de 20254, esta Procuraduría Delegada le solicita:

1.Remitir un informe en el que se detalle respecto de cada módulo recibido a satisfacción, el impacto que tuvo cada 
uno de los siguientes motivos sostenidos por la Fiduprevisora, sobre la determinación de dejar de utilizarlo y 
convertirlo en una fuente de información histórica:

- Obsolescencia tecnológica.

- Arquitectura monolítica.

- Bajo nivel de operación.

- Ausencia de gobernanza institucional sobre datos y configuraciones.

- Brechas de seguridad de la información.

Respecto de la obsolescencia tecnológica, especificar para cada módulo cuál fue el desarrollo tecnológico producido 
con posterioridad a la suscripción del contrato que generó su obsolescencia. Todas las justificaciones deberán ser 
remitidas junto con los soportes en que se fundamentaron.

Respuesta:

Al respecto, la Entidad considera necesario precisar que los factores señalados no tuvieron un impacto uniforme ni 
permiten concluir, de manera general, que cada módulo recibido a satisfacción haya dejado de utilizarse por la 
concurrencia de todas estas circunstancias. Su incidencia debe analizarse a partir del estado real de 
implementación, despliegue y operación de cada componente, así como de la disponibilidad de los activos técnicos 



necesarios para realizar una verificación integral de la solución.

Antes de precisar el impacto de cada uno de los factores señalados, es necesario advertir una circunstancia que 
condiciona el alcance de cualquier respuesta sobre obsolescencia tecnológica y arquitectura: el Contrato No. 
12076-162-2024 tuvo por objeto la adquisición de una licencia de uso a perpetuidad sobre la plataforma SUIM-
HORUS, y no la cesión de su titularidad, de su código fuente ni del modelo entidad-relación que soporta la 
solución. Bajo esta figura contractual, el FOMAG adquirió el derecho a operar el software, mas no los elementos 
propios de su ingeniería tales como código fuente, documentación de arquitectura, 
diagramas de componentes, dependencias técnicas y modelo de datos, los cuales, por su naturaleza, permanecen 
bajo titularidad y administración del desarrollador salvo pacto expreso de transferencia de conocimiento o cesión 
adicional, no contemplado en este caso 

En consecuencia, cualquier diagnóstico realizado por la Entidad respecto de la obsolescencia tecnológica y la 
arquitectura de la plataforma y para cada uno de sus módulos debe entenderse enmarcado dentro de los 
límites de evidencia que son propios de una licencia de uso: información funcional, 
operativa, de comportamiento del sistema, documentación técnica entregada por el proveedor y demás elementos 
verificables a los que la Entidad tuvo acceso en el curso de la ejecución contractual y de la supervisión. La 
ausencia de un análisis de arquitectura de software a nivel de código fuente no constituye, por tanto, un vacío de la 
planeación contractual ni de los estudios que sustentaron el nuevo proceso, sino una consecuencia directa y 
esperable de la naturaleza jurídica del derecho adquirido en 2024, la cual además fue efectivamente adquirida por 
el FOMAG. 

Bajo ese marco, la Entidad precisa que los factores señalados en el requerimiento no tuvieron un impacto 
uniforme, y que su incidencia debe analizarse a partir del estado real de implementación, despliegue y 
operación de cada componente, conforme a la evidencia disponible dentro del alcance descrito. 

El FOMAG cuenta con un Informe Técnico y Funcional de Diagnóstico de la Plataforma SUIM-HORUS, elaborado 
con base en la información técnica, funcional y operativa efectivamente disponible bajo el 
esquema de licenciamiento adquirido. Dicho informe identifica, entre otros aspectos, un rezago 
tecnológico del stack utilizado, limitaciones de la arquitectura de la solución, riesgos para su evolución tecnológica 
y restricciones en materia de escalabilidad, interoperabilidad y sostenibilidad de la plataforma, hallazgos que 
resultan consistentes con la documentación técnica del fabricante, el comportamiento operativo evidenciado 
durante la ejecución del contrato y las observaciones de la supervisión. 

Se anexa documento Informe Técnico y funcional Plataforma SUIM-HORUS-Evaluación de Necesidades 
Tecnológicas Modelo Salud.pdf. 

En cuanto a la arquitectura de la solución, el referido informe técnico concluye que la plataforma presenta una 
arquitectura monolítica, conclusión sustentada en el análisis de su funcionamiento, la integración de sus procesos 
misionales y el comportamiento operativo evidenciado durante su ejecución. Esta caracterización corresponde a la 
plataforma en su conjunto, que es el nivel de análisis compatible con la evidencia técnica a la que el FOMAG tuvo 
acceso bajo la licencia de uso adquirida. Un pronunciamiento adicional sobre la arquitectura interna de cada 
módulo individual en un nivel de código fuente, diagramas de componentes o dependencias excedería el 
alcance de los derechos y de la información técnica que la Entidad adquirió mediante el Contrato No. 12076-162-



2024, y su eventual realización se encuentra además supeditada a la entrega de los componentes 
técnicos de HORUS que, como se expuso en el numeral II de esta respuesta, el proveedor SUMIMEDICAL S.A.S. ha 
condicionado al pago previo del ciento por ciento de los valores que reclama como pendientes. 

En cuanto al bajo nivel de operación, este factor sí puede analizarse con base en la información funcional y 
operativa disponible. Su identificación no corresponde a una afirmación general sobre la totalidad de HORUS, sino 
al hecho de que no todos los módulos reportados como desarrollados o desplegados alcanzaron el mismo 
nivel de utilización efectiva por parte de las áreas funcionales, los prestadores y demás usuarios. El 
informe de estado de avance de la implementación y operación permite diferenciar, para cada módulo, el 
porcentaje de desarrollo, el ambiente de despliegue, el estado funcional y su nivel de operación real. En 
consecuencia, este documento constituye el soporte para determinar cuáles componentes se encontraban 
operativos, parcialmente operativos, en pruebas o sin una utilización efectiva, y permite establecer su eventual 
aprovechamiento como fuente de información histórica. 

Frente a la ausencia de gobernanza institucional sobre los datos y las configuraciones, se precisa que esta situación 
tiene un carácter transversal y no se limita a un módulo específico. Durante la ejecución contractual, 
el despliegue de la solución, la administración de la infraestructura, la gestión de accesos privilegiados, la 
configuración del sistema y buena parte de las actividades de evolución tecnológica fueron realizadas directamente 
por el proveedor. Esta condición limitó la capacidad del FOMAG para ejercer administración autónoma sobre la 
plataforma, efectuar cambios directamente, controlar integralmente las configuraciones y disponer de manera 
independiente de los activos tecnológicos asociados. Por tanto, el impacto no corresponde necesariamente 
al desuso funcional de un módulo, sino al riesgo institucional derivado de depender del contratista para su 
administración, continuidad y evolución. 

Finalmente, en relación con las brechas de seguridad de la información, se adjunta el informe técnico que contiene 
los hallazgos y evidencias identificados. Estas situaciones deben valorarse de acuerdo con su alcance, criticidad, 
componente afectado y medidas de tratamiento requeridas. Al igual que la gobernanza, las brechas de seguridad 
pueden tener una incidencia transversal sobre la plataforma y no implican, por sí solas, que cada 
módulo deba dejar de utilizarse. No obstante, constituyen un elemento relevante para determinar las condiciones 
bajo las cuales la solución puede continuar operando, ser migrada, reutilizada o conservada únicamente como 
repositorio de información histórica. 

En consecuencia, la Entidad remitirá como soportes el informe de estado de avance de la implementación y 
operación de los módulos, el informe de seguridad de la información y la documentación disponible en el 
expediente contractual. Se deja constancia de que la evaluación definitiva sobre obsolescencia tecnológica y 
arquitectura de software deberá completarse una vez el proveedor entregue la licencia, la aplicación, la 
documentación técnica, los componentes tecnológicos y los accesos necesarios para efectuar su despliegue y 
análisis independiente en la infraestructura del FOMAG.

2.Remitir un informe sobre las acciones implementadas para atender oportunamente la configuración del 
posible conflicto de interés del actual proveedor tecnológico por ser simultáneamente prestador de servicios de 
salud dentro del modelo. Indicar la fecha exacta a partir de la cual el proveedor tecnológico inició su operación 
como prestador de servicios de salud.



Respuesta:

En atención al requerimiento de la Procuraduría General de la Nación, la Entidad precisa que SUMIMEDICAL S.A.S. 
venía actuando como prestador de servicios de salud del Magisterio desde el año 2017 y asumió adicionalmente el 
rol de proveedor tecnológico del FOMAG a partir del 3 de mayo de 2024, fecha de suscripción del Contrato No. 
12076-162-2024 para el licenciamiento, implementación, alojamiento, administración, soporte y evolución de la 
plataforma SUIM-HORUS. Por tanto, la concurrencia de ambos roles se presentó desde dicha fecha.

La Entidad precisa que la simultaneidad de las condiciones de prestador de salud y proveedor tecnológico no 
constituye, por sí sola, una declaración automática de conflicto de interés; sin embargo, sí generó un riesgo 
potencial de concentración de funciones, asimetría de información y falta de independencia, que podía 
materializarse, entre otras situaciones, mediante el acceso privilegiado a información clínica, financiera, 
contractual u operativa de otros prestadores; la intervención en parametrizaciones relacionadas con 
autorizaciones, facturación, glosas, auditoría, asignación de servicios o indicadores; la posibilidad de gestionar o 
validar información asociada a su propia operación asistencial; el control sobre trazas, configuraciones y reportes; 
o la utilización de la administración de la infraestructura y del soporte tecnológico como elemento de presión 
dentro de controversias contractuales. Estas circunstancias corresponden a riesgos identificados y no implican, por 
sí mismas, que se haya demostrado la ocurrencia de todas las conductas señaladas.

Las acciones implementadas para mitigar este riesgo se orientaron a fortalecer la supervisión técnica, documentar 
los entregables y actuaciones del contratista, promover la transferencia de la infraestructura, los accesos, las 
credenciales, la documentación y el conocimiento técnico, y separar progresivamente las funciones de 
administración tecnológica de las actividades asistenciales. En las mesas de transición se estableció que 
SUMIMEDICAL dejaría de ejercer funciones administrativas sobre el sistema a partir del 3 de junio de 2026, 
limitando su participación al acompañamiento técnico temporal y al empalme, mientras el FOMAG debía asumir 
los accesos administrativos necesarios para garantizar la continuidad y el control institucional de la plataforma.

Como medida estructural, el nuevo proceso de contratación incorpora condiciones dirigidas a evitar la 
concentración de los roles de prestador y proveedor tecnológico, mediante la selección de un operador 
especializado e independiente, la declaración de inexistencia de conflicto de interés, la administración de la 
solución sobre la nube pública del FOMAG, la titularidad institucional de los accesos y cuentas, la segregación de 
roles, la trazabilidad de las actuaciones, la transferencia de conocimiento y el control directo de los datos y 
configuraciones. En consecuencia, las actuaciones implementadas buscan impedir que intereses económicos o 
contractuales derivados de la prestación de servicios de salud puedan incidir sobre la disponibilidad, 
administración o evolución del sistema de información. La valoración jurídica definitiva sobre la posible 
configuración de un conflicto de interés y las actuaciones contractuales a que haya lugar corresponde a la 
supervisión del contrato y a las dependencias jurídica y contractual competentes.

3.Remitir una copia del diagnóstico efectuado al cual hace referencia de forma reiterativa en la respuesta, junto 
con la totalidad de soportes de mismo.

Respuesta:

En atención al requerimiento se remite el Informe Técnico y Funcional de la Plataforma SUIM-HORUS y Evaluación 



de las Necesidades Tecnológicas del Modelo de Salud del FOMAG, el cual consolida el análisis técnico realizado 
sobre el estado de la solución tecnológica actualmente implementada, su capacidad para soportar de manera 
sostenible la operación del Modelo de Salud del Magisterio y las necesidades tecnológicas identificadas para 
garantizar la continuidad del servicio. El diagnóstico fue desarrollado con base en información técnica verificable, el 
seguimiento a la ejecución del Contrato No. 12076-162-2024, informes de operación, evidencias de supervisión 
contractual, análisis de arquitectura, evaluaciones de seguridad, estudios de costos, documentación técnica del 
fabricante y demás soportes institucionales, permitiendo sustentar de manera objetiva los hallazgos, riesgos y 
oportunidades de mejora identificados

Se anexa documento Informe Técnico y funcional Plataforma SUIM-HORUS- Evaluación de Necesidades 
Tecnológicas Modelo Salud.pdf

4.Remitir copia de los estudios técnicos y económicos con base en los cuales se identificó que la nueva solución 
representa menores costos para la prestación del servicio público.

Respuesta:

En atención al requerimiento formulado por la Procuraduría General de la Nación, relacionado con la remisión de 
los estudios técnicos y económicos que sustentan la conclusión de que la nueva solución tecnológica representa 
menores costos para la prestación del servicio público la Entidad se permite informar que, en desarrollo de la 
etapa de planeación de la Invitación a Cotizar Servicios Administrativos No. 01 de 2026, se elaboró un estudio de 
mercado y un análisis técnico-económico que soportan la definición del presupuesto oficial y permiten evaluar la 
eficiencia económica de la alternativa propuesta. En este contexto, a continuación se presenta la metodología 
empleada para la elaboración del estudio de mercado, así como los criterios técnicos y estadísticos considerados 
para la determinación del valor estimado del proceso de contratación.

4.1 Metodología del estudio de mercado:

El estudio de mercado que soporta la Invitación a Cotizar Servicios Administrativos No. 01 de 2026 se estructuró 
conforme a la siguiente secuencia metodológica, aplicada de manera uniforme y verificable:

· Revisión del objeto contractual y del alcance técnico definido en la Ficha Técnica del proceso (módulos de 
aseguramiento, autorizaciones, transcripción de órdenes médicas, referencia y contrarreferencia, PQRS, 
RIPS, cuentas médicas, auditoría concurrente, interoperabilidad, reportes, entre otros).

· Revisión de antecedentes contractuales similares en entidades del sector salud, aseguradoras, pagadores y 
prestadores públicos.

· Análisis de la oferta disponible en el mercado de soluciones software especializadas para el sector salud.

· Consolidación de las cotizaciones allegadas por los proveedores interesados.

· Identificación de valores atípicos dentro de las cotizaciones recibidas, mediante análisis estadístico de 
dispersión.

· Aplicación de diversas medidas de tendencia central y de posición para la determinación del valor de 
referencia.



· Definición de un valor presupuestal base, bajo criterios de prudencia técnica, racionalidad económica y 
suficiencia presupuestal.

Esta metodología es consistente con la Guía para la Elaboración de Estudios de Sector de Colombia Compra 
Eficiente y con los principios de economía, planeación y selección objetiva que rigen la gestión contractual del 
FOMAG, aun bajo régimen de derecho privado.

4.2 Cotizaciones recibidas y depuración de datos:

En la etapa de planeación, la Entidad recibió cinco (5) cotizaciones de proveedores interesados, así:

4.2.1 Estadísticas descriptiva

4.2.2 Cinco métodos de detección aplicados

4.2.3 Sustento técnico de la exclusión

Frente a cualquier cuestionamiento sobre la exclusión de la cotización de Digital Ware ($16.276.344.000) del 



cálculo de las medidas de tendencia central, la Entidad precisa que dicha decisión no obedeció a un criterio 
arbitrario ni a la intención de reducir artificialmente el presupuesto oficial, sino a un análisis estadístico de 
dispersión que arrojó evidencia convergente de atipicidad, complementado con un criterio técnico-funcional 
igualmente documentado.

En primer lugar, se advierte que los métodos de detección basados en el rango intercuartílico (Tukey) y en el z-
score calculado sobre la totalidad de la muestra no resultan por sí solos concluyentes, dado el tamaño reducido de 
la muestra (n=5) y el denominado "efecto de enmascaramiento" fenómeno estadístico ampliamente documentado 
(Rousseeuw & Leroy, Robust Regression and Outlier Detection, 1987), según el cual un valor extremo distorsiona la 
propia media y desviación estándar utilizadas para evaluarlo, disimulando su condición atípica.

Por esta razón, la Entidad complementó el análisis con estimadores robustos: el z-score calculado excluyendo el 
propio dato evaluado (leave-one-out) arrojó un valor de +2,65 desviaciones estándar frente a las demás 
cotizaciones, superando el umbral de 2s comúnmente aceptado para la identificación de valores atípicos en 
muestras reducidas; adicionalmente, la cotización de Digital Ware representó el 142% por encima de la media de 
las cuatro cotizaciones restantes y equivalió a 2,05 veces la mediana de la muestra, superando el criterio práctico 
de duplicación de la mediana.

En segundo lugar, se precisa que el presupuesto oficial de $4.883.512.736 no derivó de un único estadístico, sino 
del promedio de tres medidas de tendencia central: el percentil 25% ($4.079.394.375), el promedio ponderado 
($5.362.021.000) y el promedio recortado ($5.209.125.833), todas ellas calculadas sobre las cuatro cotizaciones 
remanentes tras la depuración del valor atípico.

Precisamente por tratarse de un promedio ponderado y de un promedio recortado medidas cuya finalidad es 
reducir la influencia de valores extremos, la exclusión previa de Digital Ware resultaba indispensable para su 
correcta aplicación: incluir un valor que multiplica por más de dos la mediana de la muestra habría distorsionado 
sustancialmente ambas medidas, arrastrando al alza el presupuesto de referencia de forma no representativa del 
comportamiento real del mercado. En contraste y a título de verificación de robustez, se advierte que el percentil 
25% por ser un estadístico de posición menos sensible a extremos apenas varía entre incluir ($4.307.800.000) o 
excluir ($4.079.394.375) dicho dato, con una diferencia de solo 5,6%. Esto confirma que la exclusión no tuvo por 
propósito manipular artificialmente el resultado, sino garantizar la correcta aplicación técnica de las tres medidas 
estadísticas que en conjunto determinaron el presupuesto oficial.

Por último, la razonabilidad de esta exclusión se encuentra confirmada por el desarrollo posterior y objetivo del 
propio proceso de selección: Digital Ware presentó finalmente oferta económica formal por $4.442.067.700, 
equivalente a apenas el 27% de su cotización inicial de planeación y consistente con el rango de las demás 
propuestas recibidas. Esta circunstancia corrobora ex post que la cotización de $16.276.344.000 no reflejaba las 
condiciones reales de mercado ni la disposición efectiva de dicho proveedor, validando la decisión técnica 
adoptada en la etapa de estructuración del presupuesto.

4.3 Tratamiento de valores atípicos y medidas estadísticas calculadas

Depurado el valor atípico, se calcularon las siguientes medidas estadísticas sobre las cuatro (4) cotizaciones 
restantes:



4.4 Justificación técnica del percentil 25% como valor de referencia

La selección del percentil 25% se fundamenta en que el mercado evidenció diferencias significativas entre las 
cotizaciones recibidas, explicables por factores tales como el nivel de madurez funcional de la solución ofertada, la 
cobertura de módulos incluidos, el alcance de implementación y parametrización, el modelo de licenciamiento, la 
capacidad de migración y estabilización, el nivel de soporte técnico ofrecido, la experiencia del proveedor en el 
sector salud y la capacidad de operar sobre infraestructura de nube pública institucional.

El percentil 25% permite fijar un presupuesto base prudente y representativo del segmento más competitivo 
del mercado, sin adoptar el valor mínimo cotizado (lo que podría comprometer la suficiencia presupuestal) ni 
acudir a las medidas superiores (promedio simple o mediana), que se encuentran más expuestas a la 
dispersión generada por soluciones de mayor alcance funcional o modelos de licenciamiento distintos al 
requerido. No existe disposición legal que imponga una única metodología estadística obligatoria para la 
construcción del presupuesto oficial; la selección de una medida de tendencia central constituye, por tanto, 
una decisión técnica amparada en la discrecionalidad razonada de la Entidad

4.5 Margen adoptado y consistencia metodológica 

Sobre el percentil 25% ($4.079.394.375) se incorporó un margen presupuestal adicional orientado a garantizar 
suficiencia de recursos para el proceso, resultando en un valor de $4.883.512.736 para la expedición del 
Certificado de Disponibilidad Presupuestal (CDP).

Se precisa que para eliminar cualquier duda de trazabilidad frente a la observación formulada por la 
Procuraduría Delegada que el valor definitivo de $4.883.512.736 no corresponde a un método de cálculo 
alternativo o contradictorio, sino al promedio de las tres (3) medidas de tendencia central de menor valor 
obtenidas en el estudio: percentil 25% ($4.079.394.375), promedio ponderado ($5.362.021.000) y promedio 
recortado ($5.209.125.833). La referencia al 19,71% corresponde únicamente a un dato descriptivo de la 
diferencia porcentual entre el percentil 25% aisladamente considerado y el valor final adoptado por 
convergencia de las tres medidas, y no modifica el estudio estadístico ni introduce un criterio adicional de 
cálculo. Esta cifra se mantuvo invariable desde la publicación de la Invitación y fue conocida por todos los 
proponentes en condiciones de igualdad



4.6 Suficiencia del presupuesto: validación empírica con el desarrollo del proceso

La idoneidad de la metodología se encuentra confirmada de manera objetiva y verificable por el desarrollo 
posterior del proceso de selección.

En el marco de la Invitación No. 01 de 2026 contó con cinco (5) ofertas económicas formales:

La totalidad de las ofertas formales se ubica por debajo del presupuesto oficial de $4.883.512.736, con un 
rango entre $3.575.057.000 y $4.599.999.998. Resulta especialmente relevante que Digital Ware cuya 
cotización de planeación ($16.276.344.000) fue excluida por atípica presentó finalmente oferta formal por 
$4.442.067.700, esto es menos del 27% de su cotización inicial y por debajo del techo presupuestal 
cuestionado. Este resultado corrobora ex post la corrección técnica de la exclusión y desvirtúa la hipótesis de 
infravaloración: de haberse configurado el riesgo advertido, sería esperable observar ofertas por encima del 
presupuesto oficial o la imposibilidad de estructurar propuestas competitivas dentro del rango, ninguno de los 
cuales se verificó.

En consecuencia, el presupuesto oficial no solo fue estadísticamente sustentado en su origen, sino que resultó 
suficiente para garantizar pluralidad de oferentes, libre concurrencia y competencia real dentro de las condiciones 
de mercado, sin que ello haya comprometido la satisfacción del objeto contractual.
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